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MARCO LEGAL BÁSICO 

Nuestro sistema de salud está regido bajo ciertas reglas, lineamientos y leyes para que la 

protección y el derecho a la salud puedan estar al alcance de todo los ciudadanos 

mexicanos. Sin embargo, todos los sistemas que se constituyen en nuestro Estado, se rigen 

bajo una máxima ley que es la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

donde existen derechos y obligaciones para los ciudadanos y también reglamentos que 

regulan las actividades de subsistemas en el Estado. 

El primer párrafo del artículo 1º de la Constitución establece las obligaciones del Estado 

en materia de derechos humanos. Por un lado, señala las obligaciones de promover, 

respetar, proteger y garantizar los derechos humanos; por el otro, las de prevenir, 

investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos en los términos 

que establezca la ley. Esta separación responde a que existen obligaciones genéricas y 

obligaciones específicas para asegurar la protección de los derechos humanos, sin que 

eso signifique que haya una jerarquía entre ellas.  

1) Obligaciones genéricas. Las obligaciones genéricas que se establecen en el artículo 1º 

de la Constitución son: promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos.  

Obligación de promover. La obligación de promover está orientada hacia la 

sensibilización social en materia de derechos humanos. El Estado tiene la obligación de 

adoptar medidas encaminadas a lograr una cultura basada en derechos humanos a través 

de cambios en la conciencia pública. Se trata de conseguir que la moral positiva de la 

sociedad coloque a los derechos como un bien conocido y valorado. Es una obligación de 

carácter positivo (supone acciones a cargo del Estado) y de cumplimiento progresivo.  

Obligación de respetar. La obligación de respeto es la que se exige de manera más 

inmediata. Requiere que las autoridades se abstengan de llevar a cabo acciones que 

vulneren derechos y, en paralelo, que no impidan u obstaculicen las circunstancias que 

hacen posible el goce de los derechos humanos a todas las personas. Se trata de una 

obligación tendiente a mantener el goce del derecho, y su cumplimiento es exigible de 

inmediato, cualquiera que sea la naturaleza del derecho.  

Obligación de proteger. Esta obligación impone al Estado el deber de asegurar que las 

personas no sufran violaciones de derechos cometidas por las autoridades o por parte de 

algún particular.  



Obligación de garantizar. Esta obligación se refiere a que el Estado tiene la obligación de 

adoptar medidas que creen las condiciones necesarias para el goce efectivo de los 

derechos. No se refiere sólo a las medidas que permitan mantener un determinado grado de 

realización de los derechos, sino también a aquéllas encaminadas a mejorar dicha 

realización o goce.  

2) Obligaciones específicas. Como ocurre con las obligaciones genéricas, existe una 

clasificación de las obligaciones o deberes específicos a cargo del Estado: prevenir, 

investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos.  

Deber de prevenir. El deber de prevención engloba tres niveles: a) una obligación de 

prevención en general que supone que las autoridades deben asegurar las condiciones que 

inhiban la verificación de conductas violatorias de los derechos humanos; b) una obligación 

reforzada de prevención cuando existe un contexto de discriminación o de riesgo estructural 

hacia un grupo de personas en situación de vulnerabilidad, y c) un nivel particular cuando 

una persona concreta enfrenta un riesgo especial.  

Deber de investigar. Se refiere al deber del Estado de investigar de oficio una vez que 

tenga conocimiento de toda situación en la que se hayan vulnerado derechos humanos, ya 

sea por parte de agentes estatales o de particulares que actúen con la aquiescencia o 

tolerancia del Estado.  

Deber de sancionar y reparar. Estas obligaciones específicas imponen al Estado la 

responsabilidad de resarcir el daño sufrido por la violación de los derechos.  

 El párrafo cuarto del artículo 4o. constitucional garantiza para todas las personas el 

derecho a la protección de la salud. En su segunda parte, dicho párrafo ordena al 

legislador definir las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, así 

como disponer la concurrencia entre los distintos niveles de gobierno sobre la materia, 

de acuerdo con lo establecido en la fracción XVI del artículo 73 constitucional. “Toda 

persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y 

modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la 

Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general, conforme a lo 

que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución.” La salud, como objeto 

de protección del derecho que se comenta, se puede entender, de acuerdo con una 

definición de la Organización Mundial de la Salud, como “un Estado de bienestar físico, 

psíquico y social, tanto del individuo, como de la colectividad. 



La Ley General de Salud reglamenta el derecho a la protección de la salud que establece el 

artículo 4o de la Constitución; establece las bases y modalidades para el acceso a los 

servicios de salud y la concurrencia de la federación y las entidades federativas en materia 

de salubridad general.  

Ahora bien, en el artículo 2 se alberga cuál es la finalidad del derecho a la protección de la 

salud al señalar lo siguiente:  

“El derecho a la protección de la salud, tiene las siguientes finalidades: I. El bienestar físico y 

mental de la persona, para contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades; II. La 

prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida humana; III. La protección y el 

acrecentamiento de los valores que coadyuven a la creación, conservación y disfrute de 

condiciones de salud que contribuyan al desarrollo social; IV. La extensión de actitudes 

solidarias y responsables de la población en la preservación, conservación, 

mejoramiento y restauración de la salud; V. El disfrute de servicios de salud y de 

asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de la población; 

VI. El conocimiento para el adecuado aprovechamiento y utilización de los servicios de 

salud, y VII. El desarrollo de la enseñanza y la investigación científica y tecnológica para 

la salud”. 

Como se puede observar, estas disposiciones al otorgar la autorización para el ejercicio 

de las ciencias de la salud con el cumplimiento de los requisitos a cubrir para ello, dan 

pauta al establecimiento y/o fincamiento de responsabilidades en diversas materias (civil, 

penal, administrativa), si se llegan a omitir.  

“ARTICULO 138 Bis 14.- Es responsabilidad del médico tratante y del equipo 

multidisciplinario identificar, valorar y atender en forma oportuna, el dolor y síntomas 

asociados que el usuario refiera, sin importar las distintas localizaciones o grados de 

intensidad de los mismos, indicar el tratamiento adecuado a cada síntoma según las mejores 

evidencias médicas, con apego a los principios científicos y éticos que orientan la práctica 

médica, sin incurrir en ningún momento en acciones o conductas consideradas como 

obstinación terapéutica ni que tengan como finalidad terminar con la vida del paciente.” 


